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D
urante mucho tiempo los revisores fiscales no necesitaron solicitar a la autoridad que les permitiera posesionarse de su cargo. Esa situación cambió y cada vez son más las autoridades ante quienes hay que acudir para obtener dicha autorización, como por ejemplo la Superintendencia Financiera, la Superintendencia Nacional de Salud, la Superintendencia de Subsidio Familiar y la Superintendencia de la Economía Solidaria.
Algunos funcionarios del Gobierno adujeron que la consagración de la posesión se hizo necesaria ante la designación de contadores públicos inexpertos o de antecedentes preocupantes.

Bien se hubiese podido facultar a las autoridades estatales de supervisión para remover a los revisores fiscales respecto de los cuales se probare su falta de carácter, idoneidad o experiencia. Pero el Legislador prefirió consagrar un examen previo a la iniciación del desempeño del cargo.
El ejercicio de esta facultad ha resultado complejo, traumático y controvertido. Especialmente por la gran demora de las autoridades en pronunciarse sobre si acepta o no una posesión y porque los criterios por cuya aplicación se autoriza o rechaza una posesión no son previamente conocidos y han sido modificados varias veces a lo largo del tiempo. Además algunos sostienen que los trámites y la documentación exigida por las autoridades no son idóneos o pertinentes para permitir que la autoridad se cerciore de las características que según la ley deben examinarse.

Sorpresivamente el Consejo Técnico de la Contaduría Pública, al cual pertenecen representantes del Superintendente Financiero y del Superintendente de Sociedades, se pronunció formulando reparos sobre algunos criterios aplicados por las autoridades, sosteniendo que algunas superintendencias se están excediendo, aplicando criterios poco lógicos o razonables, opinando en forma absurda, no equilibrada, falta de proporcionalidad, extendiendo las penas en forma arbitraria, inconstitucional e ilegal, que violenta derechos fundamentales y desconoce los principios del estado de derecho, prohijando prácticas monopolísticas, en contravía de la libertad de empresa y de la iniciativa privada (páginas 28 y 29 de la Orientación Profesional sobre el ejercicio de la revisoría fiscal aprobada el pasado 21 de junio de 2008).
Por mucho que uno estuviese indispuesto frente a los trámites de posesión, no logra comprender cómo es que el Consejo Técnico de la Contaduría Pública, organismo adscrito al Ministerio de Comercio, Industria y Turismo, instituido como asesor y consultor del Estado, ventiló sus discrepancias en la forma señalada. Habrá que esperar a ver cómo reaccionan las Superintendencias cuyas acciones y criterios fueron objeto de cuestionamiento y habrá que esperar para saber si los representantes de las dos superintendencias votaron aprobando dichas manifestaciones.
En todo caso pensamos que la forma en que obró del Consejo no es adecuada.
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